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1.- VISTOS  

Se desata el recurso de alzada presentado por el señor Apoderado de la Parte Civil dentro del presente proceso seguido por la conducta punible de HOMICIDIO, donde figura como sentenciado el señor CAMILO ANDRÉS GARZÓN CASTELLANOS, persona ésta a quien el Juzgado 37 Penal del Circuito de Bogotá impuso pena privativa de la libertad de cincuenta (50) meses de prisión e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso.

No se aprecian irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación.

Se actúa como Sala de Descongestión Especial designada por el Consejo Superior de la Judicatura.
2.- HECHOS 

Se registraron en las primeras horas del día dieciocho (18) de abril de 2004, en vía pública de la carrera 11 Este frente al número 52-11 Sur de la capital de la República. Consistieron en un enfrentamiento en el cual llevó la peor parte quien en vida respondía al nombre de VÍCTOR MANUEL GIL DIMATÉ, al recibir una lesión en región precordial con arma corto-punzante y fallecer a causa de la misma.
3.- IDENTIDAD 

Se trata de CAMILO ANDRÉS GARZÓN CASTELLANOS, titular de la cédula de ciudadanía 80’901.722 de Bogotá, natural de esa ciudad donde nació el 31 de enero de 1985, hijo de Oscar Orlando Garzón Martínez y Sandra Lucía Castellanos Cruz, soltero, con quinto grado de instrucción básica primaria, ayudante de electricidad y empleado en restaurantes.
4.- CARGOS
Correspondió a la Fiscalía 43 Seccional Delegada ante los señores Jueces Penales del Circuito, calificar el mérito sumarial, lo cual hizo con Resolución de Acusación
 en contra de GARZÓN CASTELLANOS, por encontrar evidencia demostrativa de ser el probable autor de la conducta de HOMICIDIO simple, descrita en el artículo 103 de la Ley 599 de 2000.
5.- FALLO 

La causa correspondió al Juzgado 37 Penal del Circuito de Bogotá, autoridad que llevó a cabo la audiencia pública de juzgamiento y profirió el fallo de mérito
 en el cual concluyó que la configuración típica representada en la muerte violenta de Víctor Manuel Gil, estaba debidamente acreditada en el plenario; igualmente, que el causante de la lesión mortal no había sido nadie diferente al aquí procesado CAMILO GARZÓN.
En lo que hacía referencia con la responsabilidad, consideró que había que partir de un punto a su entender crucial en la investigación, consistente en que el enfrentamiento se inició dentro y no fuera del establecimiento público; además, que CARLOS ANDRÉS estaba solo, en tanto el hoy finado sí tenía compañeros que arremetieron contra aquél. Que así las cosas, lo percibido por el señor ROA CÁRDENAS, testigo principal, apenas fue la percepción de los hechos que tuvieron ocurrencia a la salida del local, desconociendo por completo lo acaecido dentro.
Por lo dicho, da credibilidad tanto a los testigos que hablan de un enfrentamiento previo entre ellos, como de aquellos que por situaciones de ubicación sólo pudieron apreciar lo acaecido por fuera del mismo, esto es, el instante preciso y único en que el aquí procesado asestó el golpe mortal. Se extraña sí del testimonio de HUGO QUINTERO LARA, cuñado del occiso, cuando dice haberse ido a buscar unas cervezas precisamente en el instante en que se desató la contienda, para precisar únicamente el momento en que VICTOR quedó tendido en el piso.
En esos términos da crédito a los testimonios que de algún modo corroboran la versión el procesado de haber sido atacado por su opositor, primero con dos cabezazos y posteriormente enseñándole un cuchillo, y abre el espacio hacia la legítima defensa, aunque bajo las características del exceso por falta de proporcionalidad entre la defensa y la agresión. Descartó esta última bajo el argumento de no estar probado que las lesiones con arma cortante que presentaba en sus dedos el sindicado, hubiesen sido causadas con un arma blanca que poseía el hoy occiso, pues dentro del expediente no hay prueba cierta acerca de que éste en verdad tuviese un arma consigo (ninguno de los testigos hace referencia a ello de manera contundente). Así las cosas, la desproporción deviene evidente porque mientras el uno utilizó su cabeza y tal vez sus extremidades, el otro esgrimió un arma blanca con la cual fácilmente le segó la vida.
Despacha en iguales términos la petición defensiva en orden a considerar que lo que aquí se presentó fue un Homicidio Preterintencional, toda vez que la “lesión en cuello” que presenta el occiso, “no fue la única circunstancia que causó su fallecimiento”.

No comparte la petición del Fiscal de audiencias, cuando refiere que aquí se trató simplemente de una riña y que debe responder por Homicidio simple tal y como se dedujo en el calificatorio, por cuanto esa apreciación se aleja “de la real evolución de los antecedentes sociales de los intervinientes y al mismo tiempo, los escenarios claramente revelados en que se desarrollaron los hechos”. Según el fallador, aquí no se trató de “una contienda voluntariamente acordada, como si éste hubiese aceptado un duelo propuesto por aquél”.
Concluye con la imposición de una pena de cincuenta (50) meses de prisión; la accesoria de rigor por igual tiempo; la condena en perjuicios tanto materiales como morales; y la negación del subrogado penal, al igual que la sustitutiva de la prisión domiciliaria. 

6.- RECURSO

Lo sustenta el representante de la Parte Civil, en los siguientes términos:

- Observa pruebas testimoniales de personas que “aparentemente no se encontraban presentes el día y en el lugar de los hechos y es por eso que en forma vaga dan su testimonio al unísono queriendo significar que no conocieron o no supieron que fue lo que pasó en la noche de autos”.
- Resta mérito al testimonio de CRISTÓBAL TRUJILLO MORA, por cuanto no sólo refirió los supuestos cabezazos que propinó el hoy occiso al procesado, sino que agregó que aquél sacó un objeto como “de resplandor”; cuando la realidad es que de todo el acervo probatorio se concluye que al parecer la víctima no tenía armas en su poder. No parece convincente que después de ver lo que ocurrió, se alejara del lugar y apenas al otro día se vino a enterar de lo ocurrido a VÍCTOR MANUEL
- De igual modo son criticables los testimonios de VANESA SALAS, declarante que aportó muy poco a la averiguación, y de YINA MARCELA PEREIRA, quien hace una atestación muy similar a la del acusado. De esas declaraciones saca en claro el Juzgado que la confrontación se inició dentro del establecimiento, lo cual es “en parte cierto”; pero, de allí a sostenerse que el hoy occiso le propinó dos cabezazos es algo diferente, pues esto no merece credibilidad porque “de haber sido así el inculpado se hubiera defendido dada la circunstancia del arma que portaba”.
- También censura la narrativa del acusado, porque todo lo hace ver como si se tratara de una legítima defensa, y nada más alejado de la realidad. Si como se afirma ellos ya habían tenido una riña, entonces GARZÓN CASTELLANOS “se hubiera defendido en otra forma más agresiva”.
- A su modo de ver, los dos contrincantes sólo se encontraron a la salida de la Maxiteca y fue allí donde GARZÓN CASTELLANOS arremete contra GIL DIMATÉ y le da la certera puñalada. Y al existir un testigo directo sobre esa lesión inferida, lo que se debe concluir es un Homicidio sin posibilidad de conceder atenuante alguna.
7.- MOTIVACIÓN
7.1.- Anotación Previa

Un primer punto problemático a dilucidar para saber si hay lugar a conocer de fondo este asunto, es el referido a la legitimación para recurrir, porque podría ponerse en duda que la Parte Civil pueda solicitar, como aquí se hace, que se imponga una pena más grave para el procesado por la vía de tipificar la conducta de una manera diferente a como la trae la sentencia. Su intención en el caso que se juzga consiste en que se cambie la condena por Homicidio con la atenuación del exceso en legítima defensa, por una condena por Homicidio simple voluntario sin el reconocimiento de esa atenuante.
Un primer punto de acercamiento a la solución, nos indica, desde lo general, que los perjudicados tienen idénticas facultades que la defensa, con fundamento en la sentencia C-805 de 2002 que nos dice:

En un plano de igualdad, la parte civil, como sujeto procesal que es, debe tener facultad de actuar en términos y condiciones similares como lo pueden hacer los demás sujetos procesales para garantizar el respeto al principio de legalidad, la observancia del debido proceso y en últimas, asegurar el cabal cumplimiento de los fines del Estado y el acceso efectivo a la Administración de Justicia, su condición no es la de un simple interviniente sino la de un verdadero protagonista en la búsqueda de la verdad y la realización de la justicia”.

Descendiendo a un terreno más particular, concretamente, si puede pretender suprimir una atenuación para conseguir un incremento en la punibilidad, diremos que esta pretensión en vigencia de la anterior Constitución, sería abiertamente improcedente por ausencia de legitimación para recurrir, habida consideración a que su finalidad principal era la de obtener la reparación del daño y lo que resultara accesorio a ello, sin poder intentar una mayor aflicción para el condenado en la pena impuesta. De allí que, por ejemplo, su oposición a que el procesado fuera beneficiado con una excarcelación o un subrogado, también resultaba ajena a su función procesal. 

Hoy por hoy, con la línea de pensamiento que se ha impuesto a consecuencia del nuevo marco constitucional, imperioso decir que ahora esa pretensión es legítima, con fundamento en el interés individual que le asiste a la víctima de procurar la no impunidad (verdad y justicia), que se deriva del hecho de no hacerse efectivo el cumplimiento de una pena acorde con el daño causado. Y esa prerrogativa es más evidente, cuando está de por medio una infracción al principio de legalidad.
7.2.- El Caso Concreto

Acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar que dieron lugar al deceso violento de GIL DIMATÉ, no hay discusión. Se acepta por unanimidad que efectivamente él recibió una lesión con arma corto-punzante, la que fue descrita y valorada en sus efectos corporales tanto por la inspección al cadáver como por la necropsia de rigor, así: “fallece por choque hipovolémico producto de sección de la arteria mamaria interna derecha a consecuencia de herida por arma blanca en tórax”

La lesión descrita, efectivamente encuentra coincidencia con la versión del procesado y con el relato del testigo principal, JUAN ANTONIO ROA, en cuanto al sitio en el cual GIL DIMATÉ recibió la certera puñalada.

Al igual que la causa de la muerte, tampoco ha sido tema de debate lo concerniente a qué persona fue la responsable de la agresión fatal. Y es así, porque no obstante que en un comienzo la Fiscalía hubo de practicar diligencias previas para efectos de intentar individualizar al responsable, con posterioridad se obtuvo la información que de primera mano recibieron los investigadores de parte de todos los presentes en esa reunión, hasta obtener formalmente la confesión de quien dijo llamarse CAMILO ANDRÉS GARZÓN. A partir de ese momento -confesión calificada-, quedó claro que el autor de la lesión mortal era GARZÓN CASTELLANOS y nadie más.  

Teniendo probado más allá de toda duda la muerte violenta del sujeto pasivo de la acción, lo mismo que el causante de la misma, lo que resta por completar es el grado de responsabilidad de la persona involucrada, pues a su decir, lo hizo bajo una causal excluyente de responsabilidad, más propiamente la “legítima defensa”.
Es allí donde radica el tema en discusión, pues mientras el procesado y su defensor insisten en que GIL DIMATÉ llegó al establecimiento donde se encontraba CAMILO ANDRÉS a golpearlo con la cabeza y exigirle que se marchara de allí (eran enemigos y según se dice Camilo le tenía miedo a Víctor Manuel Gil, pues dos años atrás -en el año 2001- ya lo había herido con arma corto-punzante), para a continuación sacar algo de su bolsillo (supuestamente un arma blanca) a consecuencia de lo cual a aquél no le quedó alternativa diferente que defenderse con un puñal que llevaba consigo; la contraparte representada por la Fiscalía y por la Parte Civil se oponen a esa pretensión.
Lo que se propone como discusión, obliga a dilucidar: (i) Si estamos en presencia de una riña; y de ser así (ii) si es posible el advenimiento de la legítima defensa, o por el contrario, se trata de instituciones incompatibles que se excluyen.

Podemos asegurar, que la riña recíproca, en principio, es figura que se opone a la legítima defensa, pero existen elementos sustanciales que de estar presentes hacen procedente su coexistencia. 
Para decirlo en términos de intencionalidad, es preciso definir si los hechos se desencadenaron por el dolo de ímpetu que se generó para el acusado en el momento del infortunado encuentro, o si esa intencionalidad estuvo ausente y sencillamente se actuó desprovisto de una tal pretensión pero bajo el legítimo deseo de conservar la propia existencia. 

Es bien explicativa la forma como la doctrina ha querido diferenciar estos temas cuando de analizar la figura de la RIÑA se trata. Ocurre que, como se sabe, en el normal desenvolvimiento de una confrontación los actos que cada uno de los oponentes realiza son recíprocamente injustos y por lo mismo al margen de la ley. Cada uno sabe lo que sucederá y sin embargo quiere, acepta o le es indiferente el resultado que está por sobrevenir. Pero acerca de la prueba respecto al deseo que se tiene de un fin determinado, debe decirse que esa intención es muy propia entre quienes ya han tenido diferencias (como en el caso que se juzga) y simplemente esperan el momento propicio para desahogar su ánimo.

Acerca de la “reciprocidad injusta”, la Corte hubo de aclarar: 

Lo que en realidad diferencia la riña de la legítima defensa, no es la existencia de la actividad agresiva recíproca que es de obviedad entender, esta se da en ambas situaciones, sino además la subjetividad con que actúan los intervinientes en el hecho, que en un caso, el de la riña, corresponde a mutua voluntariedad de los contendientes a causarse daño, y en el otro el de la legítima defensa, obedece a la necesidad individual de defenderse de una agresión ajena, injusta, actual e inminente, es decir, propiciada voluntariamente…

(…)

La riña es un combate entre dos personas, un cambio recíproco de golpes efectuado con el propósito de causarse daño…de suerte que no hay riña sin intención de pelear…en cambio, la legítima defensa, aunque implica pelea, combate, uno de los contrincantes lucha por su derecho, únicamente cumple con un deber, obra de acuerdo con la ley al defender las condiciones esenciales de su existencia personal…

Empero, así nos encontráramos frente a un real evento de “riña provocada o contienda consentida”
 o una “riña recíproca con desbordamiento de los marcos legales”
, ello no impide que en el desarrollo de la reyerta cambien las condiciones para uno de los confrontados y surja para él una situación no prevista que lo obligue a reacción en legítima defensa, es decir, que aun en la riña existe la posibilidad de una eximente de esta naturaleza. Al tema se refirió el maestro REYES ECHANDÍA:
En relación con la riña, parece correcta la posición de quienes excluyen esta figura de la legítima defensa, dado que la violencia utilizada por los contrincantes es “recíprocamente injusta”; a menos que uno de los empeñados en la lucha cambie sustancialmente sus condiciones, rompa la continuidad de los actos, como dice CARRARA, pues entonces puede subsistir la excusa del peligro sobreviviente 

A nuestro modo de ver, aquí lo que ocurrió no fue propiamente una riña consentida y recíproca, sino más bien, un desafortunado encuentro casual (al menos no hay prueba en contrario), entre dos personas que tenían rencillas anteriores; una de las cuales (Víctor Manuel) quiso imponer su voluntad para exigirle la retirada de ese recinto al otro (Camilo Andrés), sin que pueda decirse válidamente que éste debió cumplir esa orden abusiva para evitar el funesto desenlace. Obviamente, el amenazado se preparó para repeler el eventual ataque, que por supuesto no se hizo esperar, aunque, como lo definió la primera instancia, la reacción frente al mismo fue excesiva habida consideración a que el ataque se hizo sin armas (golpes con la cabeza), en cambio, CAMILO ANDRÉS respondió con instrumento en mano (puñal).
El hecho de estar preparado para la defensa en una eventual confrontación, no desvirtúa la posibilidad de la eximente de la legítima defensa. Así lo concluyó la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia:

(…) es obvio que una cosa es aceptar una pelea o buscar la ocasión de que se desarrolle y otra muy distinta estar apercibido para el caso en que la agresión se presente. Con lo primero pierde la defensa una característica esencial para su legitimidad, como es la inminencia o lo inevitable del ataque, pero ningún precepto de moral o de derecho prohíbe estar listo para la propia tutela, es más, elemental aconseja a quien tiene peligros, precaverse a tiempo y eficazmente contra ellos…”

Por demás, ese episodio se presentó, sin mediar un cambio en las condiciones que rompiera la continuidad de los actos, pues que se sepa, para el momento en que salieron a la calle (segundo segmento de este insuceso en el cual se presenta la herida mortal), VÍCTOR MANUEL no iba armado (o al menos nadie dice lo contrario).

Existen varios puntos neurálgicos en este averiguatorio, que nos llevan a conceder razón al funcionario de primer grado, en orden a pregonar que efectivamente aquí sí se dieron las condiciones para considerar que existió un ataque injusto de parte del hoy occiso que originó una reacción legítima del implicado GARZÓN CASTELLANOS, pero, repetimos, no al punto de hacer configurar la eximente en forma plena por ausencia de uno de sus requisitos esenciales: la proporcionalidad entre la agresión y la defensa.
Esas dos situaciones neurálgicas las podemos sintetizar en lo siguiente: Lo primero, consiste en que tanto el Fiscal como la Parte Civil, desconocieron una prueba evidente dentro de la actuación, concretamente, el hecho aseverado por el procesado de haber recibido lesiones en sus manos con arma cortante. Y lo segundo, que este episodio se desarrolló en dos fases, una en el interior del establecimiento y otra en la parte exterior.

Acerca del primero -lesiones en las manos del hoy acusado con instrumento cortante-, la errónea apreciación del Fiscal consistió en basarse única y exclusivamente en el dictamen médico legal practicado al comprometido CAMILO ANDRÉS
, pericia que omitió hacer mención a otras evidencias demostrativas de violencia en el cuerpo del procesado, como sí lo hizo el funcionario judicial al dejar constancia sobre las mismas al momento de la injurada, pues en este acto quedó consignado: “…en el brazo izquierdo, dedo 7 una herida, en la palma de la mano, en la mano derecha una herida en el dedo 3”.
 Significa lo expuesto, que al menos cabe la posibilidad de que GARZÓN CASTELLANOS sí hubiese sido en verdad atacado con ese tipo de arma, si no por el hoy occiso (pues se pone en duda que en verdad tuviera en su poder ese tipo de instrumento) al menos sí de parte de los amigos de éste que lo acompañaban en ese momento dentro del establecimiento.
Con relación a lo segundo -división del acto en dos episodios-, hay que decir al recurrente, que los testimonios que de alguna manera respaldan el dicho del enjuiciado, concretamente quienes vieron lo sucedido en el interior del negocio, no pueden tacharse de buenas a primeras como de “aparecidos”, ni tampoco de “imprecisos”, menos que todo lo aseguren “al unísono” como se quiere significar. La realidad es que se trata de testigos que hacen una narración ceñida a los apartes del episodio que les tocó presenciar, sin que en forma alguna coincidan entre ellos, antes bien, pueden considerarse como complementarios los unos con los otros y eso les da una particular fuerza de convicción. Por demás, ofrecen datos bien particulares como la posición de cada persona dentro de la escena en el interior del local y los movimientos percibidos desde su particular ángulo de visibilidad.
Sea como fuere, es lo cierto que unos testigos pudieron presenciar lo ocurrido adentro (golpe que GIL DIMATÉ le da a GARZÓN con la cabeza) y otros lo sucedido afuera (lesión con puñal que GARZÓN le da a GIL DIMATÉ). Los primeros favorecen al acusado, los segundos al occiso. Ni unos ni otros se pueden descartar, son creíbles, pero todos hacen parte de una secuencia fáctica imposible de desconocer; por tal motivo, no puede pretender válidamente el representante de la Parte Civil, que el Tribunal se olvide de los primeros para darle crédito única y exclusivamente a los segundos, desconociendo con ello la obligación de un análisis de conjunto guiado por las reglas de la sana crítica.
Es obvio que la Sala no puede desconocer la contundencia del testigo de excepción JUAN ANTONIO ROA CÁRDENAS
, pero tampoco puede pasar por alto que éste sólo pudo ver lo ocurrido en la parte externa, no lo que había acabado de suceder en el interior de la Maxiteca del barrio Canadá.
De todas formas, también importa resaltar que nadie vio portar esa arma blanca al occiso, razón precisamente para que se ponga en duda su uso en contra de CAMILO ANDRÉS. A ese respecto, el Tribunal rescata el hecho de que VANESA SALAS nos diga que ella los vio discutir, pero no vio que VICTOR MANUEL sacara armas, afirmación que coincide con el hecho de que el testigo principal ROA CÁRDENAS nunca vio a GIL DIMATÉ salir con armas en la mano.
Sólo dos de los testigos manifestaron que el occiso tenía un artefacto en la mano -CRISTÓBAL TRUJILLO MORA
, seguido por su acompañante YINA MARCELA PEREIRA -quien declaró en la Audiencia Pública-, pero sin que se sepa, a ciencia cierta, si en verdad se trató de un arma corto-punzante o de algún otro elemento diferente, pues no están en capacidad de asegurarlo. 

Siendo así, lo único probado en forma contundente es que VÍCTOR MANUEL sí atacó a CARLOS ANDRÉS pero con dos cabezazos, razón para que en el fallo de primera instancia se asegure que hubo desproporción entre la defensa y el ataque, afirmación que el Tribunal respalda por ser coherente con ese análisis de conjunto al cual se hizo referencia y que la parte recurrente quiere desconocer.

Hasta aquí, se tiene claro que la decisión que corresponde no puede acolitar la pretensión de la parte que impugna. Lo que nos preguntamos ahora, es si esta decisión de segunda instancia lo puede llegar a afectar, es decir, si sería posible que dadas las probanzas recaudadas el Tribunal esté en posibilidad de reconocer una legítima defensa plena que revoque lo decidido en la primera instancia a efectos de hacerla más favorable al procesado y en perjuicio de los intereses de la Parte Civil en su condición de apelante único.

Y en verdad que una decisión aún más perjudicial para el representante de la Parte Civil -aquí impugnante- podría llegar a plantearse, con fundamento en la figura de la legítima defensa putativa o subjetiva. Así lo decimos si se tiene de presente (i) que entre CAMILO ANDRÉS y VÍCTOR MANUEL ya existían enfrentamientos anteriores; (ii) que CAMILO “le tenía miedo” a VÍCTOR; (iii) que en la mente de CAMILO existía una prevención psicológica que le indicaba que muy posiblemente VÍCTOR lo atacaría con un arma corto-punzante como ya lo había hecho en pretérita ocasión (en su indagatoria mostró la cicatriz antigua).
Siendo así, estaría dentro de lo razonable plantear que así no exista prueba cierta de que VÍCTOR MANUEL sacó un acero para atacar a CAMILO en esta oportunidad (en ello se concede razón a la primera instancia), al menos podría aceptarse que CAMILO creyó que lo que sacó del bolsillo VÍCTOR era en verdad un arma de esas características, y conforme a ese convencimiento personal, obró para defenderse.

Sobre este punto nada se debatió, el Juzgador no lo analizó, tampoco los interesados (procesado y defensa) interpusieron recurso alguno para intentar de la segunda instancia un pronunciamiento a tal sentido (reconocimiento de una legítima defensa putativa que daría lugar a una absolución). No lo hicieron, seguramente porque quedaron conformes con la sentencia de condena en los términos en que fue concebida (reconocimiento de la atenuante del exceso en legítima defensa).
Sobreviene este interrogante: ¿es pertinente que el Tribunal -de oficio- haga un pronunciamiento de fondo acerca de la existencia de una posible legítima defensa subjetiva para trocar el fallo de condena en una absolución, no obstante que la Parte Civil apeló la sentencia para que se mutara por otra más gravosa y no para que se profiriera una más benigna al procesado no recurrente?  De procederse así: ¿se estaría violando el principio de la no reformación en perjuicio del apelante único?  Consideramos que sí se violaría este principio y que por tanto el Tribunal debe abstenerse de hacer un pronunciamiento de esa naturaleza en atención a la ausencia de una apelación por parte del procesado, de su defensor o del Ministerio Público. El fundamento que se tiene para esta conclusión es el siguiente:
De conformidad con la nueva posición asumida por la Sala de Casación Penal de la Corte, el concepto de reformación peyorativa ha sufrido una sustancial transformación con la entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004, cambio que es aplicable a casos regidos por leyes anteriores por favorabilidad retroactiva a todos lo sujetos intervinientes. Y esa mutación tiene que ver con dos expresiones: “el superior no podrá agravar la situación del apelante único”; prescripción normativa, que va más allá -trasciende- incluso de lo reglado en el inciso 2º del artículo 31 de la Carta Política. En efecto, ahora se aplica “a cualquier situación” y no sólo a lo que guarde relación con la pena impuesta; igualmente, está llamada a regular lo referido “a cualquier apelante” y no sólo al procesado en unión con su defensor, también opera para la parte afectada con el ilícito -el apoderado de la víctima-.
Unos breves párrafos nos ilustran acerca de esa transformación, que, repetimos, es aplicable retroactivamente por favorabilidad:

...no hay duda que la nueva legislación gradualmente vigente en el país (art.20 L.906/04) amplía mucho más el espectro y alcance de la prohibición para recoger alrededor de sí a todos los intervinientes en la actuación cuando tenga la calidad de único recurrente vertical.

(…)
…frente al poder de configuración del legislador, una regulación como la comentada perfectamente armoniza o articula aquella limitante con la asignación de competencia al ad quem, en este caso para restringirla, pero siempre guiado o con atención a la filosofía propia de la interposición del recurso, al cual se acude –como se dejó dicho- bajo el ideal de mejoría, pero nunca con la aspiración de recibir una respuesta más gravosa, pues de así ocurrir -entre cosas- en una tal situación se predicaría ausencia de interés para recurrir.
(…)
Así entonces, como no resulta difícil colegirlo, la novedosa regulación legal –mucho más generosa en su alcance protector- ya no limita al campo de la prohibición sólo a la sentencia, al condenado y a la pena (todas ellas originadas en un fallo de responsabilidad), sino que lo extiende a cualquier providencia susceptible del recurso vertical y además a cualquier sujeto procesal bajo la condición que ostente la calidad de apelante único.

(…)

En esas condiciones, entonces, con la nueva regulación normativa (para manejar algunas de muchas hipótesis) bien podrá un sindicado que es afectado con resolución acusatoria por homicidio simple en estado de ira –así calificado por el a quo- acudir en apelación en la búsqueda de una favorable preclusión con la absoluta tranquilidad que en el peor de los casos la calificación será mantenida por la segunda instancia, como que para ésta resulta imposible desmejorar la situación procesal, no obstante contar –en ese caso y en virtud de las normas anteriores- con la competencia plena para aplicar la reformatio in pejus. Frente al artículo 20 de la Ley 906 de 2004, esa eventual agravación es un imposible jurídico.

Así mismo imposibilitada se verá la segunda instancia para disminuir el valor de los perjuicios decretados cuando la parte civil –en la pretensión de un aumento- como apelante único haya recurrido ese aspecto de la condena.

(…)

De esa manera, en razón a ese vasto campo de acción puede pregonarse que la nueva normatividad es más favorable que la regulación normativa de la mencionada Ley 600.

Para concluir tenemos: (i) si no se trató de una confrontación que pudiera entenderse incompatible con la legítima defensa; (ii) si hubo un ataque injusto que autorizó una reacción legítima; (iii) si esa reacción se dio en exceso por ausencia de proporcionalidad entre el ataque y la defensa; y (iv) si no hay lugar a analizar de fondo la posibilidad de que en este caso pudiera configurarse una legítima defensa putativa, por respeto al principio de la no reformatio in pejus; entonces la única decisión posible es la confirmación integral del fallo confutado.
8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Treinta y Siete (37) Penal del Circuito de Bogotá D.C., objeto de impugnación.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         
ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Fls. 102-109 C.O.


� Fls. 236-259 C.O.


� Afirmación que está acorde su derecho a obtener verdad y la justicia, según los lineamientos fijados por la Corte Constitucional en la sentencia C-228 del 3 de abril de 2002, M.P. Manuel José Cepeda y Eduardo Montealegre, al pronunciarse sobre la exequibilidad del artículo 137 ibídem, inciso 1º. Decisión acogida por la Corte Suprema de Justicia en Sentencia del 17 de Sep. de 2003, M.P. Jorge Aníbal Gómez Gallego, Rad. 17765.


� Fl. 119 C.O.


� C.S.J. Sentencia de Casación Penal del 26 de Junio de 2002, M.P. Fernando Arbolda Ripoll.


� ROXIN, Claus, Parte General, Editorial Civitas, traducción de la segunda edición alemana, 1997, pg.615.


� VÁSQUEZ VELÁSQUEZ, Fernando, Manual de Derecho Penal Parte General, Editorial Temis, pg. 367.


� REYES ECHANDÍA, Alfonso, Derecho Penal. Parte General, 7ª Edición, Universidad Externado de Colombia, 1980, pgs. 246,247. 


� C.S.J. Sentencia del 26 de junio de 2002, Rad.11679, M.P. Fernando E. Arboleda Ripoll.


� Cfr. fl. 51 C.O.


� Fl. 40 fte.


� Fl. 17 s.s. C.O.


� Fl. 79 C.O.


� C.S.J. Sala de Casación Penal, Sentencia del dieciocho (18) de mayo de 2005, Proceso No 22.323, M.P. Alfredo Gómez Quintero.
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